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Normativa estatal   
 
Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía 
de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el 
empleo y la ocupación 
 
La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, tuvo 
por objeto hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres, en particular mediante la eliminación de toda discriminación, directa e indirecta, de 
las mujeres. Se trató de una ley pionera en el desarrollo legislativo de los derechos de igualdad 
de género en España. 
 
No obstante, las medidas de naturaleza fundamentalmente promocional o de fomento 
obtuvieron resultados discretos, cuando no insignificantes, lo que contraviene la propia 
finalidad de la citada ley orgánica. En la medida que este tipo de previsiones no han permitido 
garantizar la efectividad de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres 
en el empleo y la ocupación, y en tanto persisten unas desigualdades intolerables en las 
condiciones laborales de mujeres y hombres, al menos si una sociedad aspira a ser plenamente 
democrática, resulta necesaria la elaboración de un nuevo texto articulado integral y 
transversal en materia de empleo y ocupación, que contenga las garantías necesarias para 
hacer efectivo tal principio, con base en los artículos 9.2 y 14 de la Constitución Española. 
 
Esta situación de desigualdad, visible en la brecha salarial que no ha sido reducida en los 
últimos años, exige una actuación urgente y necesaria por parte del Estado, puesto que la 
mitad de la población está sufriendo una fuerte discriminación y está viendo afectados sus 
derechos fundamentales. Un mayor retraso, teniendo en cuenta el tiempo transcurrido, 
conllevaría un daño de difícil reparación que no puede ser asumido por una sociedad moderna 
como la española. Más aún cuando las mujeres se enfrentan al reto de la Revolución Industrial 
4.0, en la que las brechas de género se manifiestan en la infrarrepresentación de las mujeres 
en las disciplinas de ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas. Los nuevos puestos 
laborales que están siendo creados son, a su vez, los mejores remunerados; por ello, las 
políticas públicas de igualdad deben remover los obstáculos que impidan el acceso y desarrollo 
de las mujeres en los ámbitos de la ciencia, la investigación y la tecnología. 
 
En otros términos, concurren los requisitos constitucionales de extraordinaria y urgente 
necesidad que habilitan al Gobierno para aprobar el presente real decreto-ley dentro del 
margen de apreciación que, en cuanto órgano de dirección política del Estado, le reconoce el 
artículo 86.1 de la Constitución (SSTC 142/2014, FJ 3 y 33/2017, FJ 3). Además, se ha producido 
un claro retraso en el cumplimiento de los objetivos de igualdad y el hecho de que esta 
situación persista por largo tiempo no es óbice para que se haga frente a la misma por vía de la 
legislación de urgencia (STC 11/2002, FJ 7). El carácter estructural de una situación no impide 
que, en el momento actual, pueda convertirse en un supuesto de extraordinaria y urgente 
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necesidad atendiendo a las circunstancias concurrentes (SSTC 137/2011, FJ 6; 183/2014, FJ 5; 
47/2015, FJ 5; 139/2016, FJ 3; y 33/2017, FJ 3). 
 
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un derecho básico de las 
personas trabajadoras. El derecho a la igualdad de trato entre mujeres y hombres debe 
suponer la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, 
especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el 
estado civil. El derecho a la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres supone, 
asimismo, su equiparación en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de las 
obligaciones de tal forma que existan las condiciones necesarias para que su igualdad sea 
efectiva en el empleo y la ocupación. 
 
Por ello, son contrarias al derecho a la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y 
hombres las discriminaciones directas e indirectas; el acoso sexual y el acoso por razón de 
sexo; la discriminación por el embarazo, la maternidad, la asunción de obligaciones familiares 
o el ejercicio de los derechos de corresponsabilidad de la vida personal, familiar y laboral; las 
represalias como consecuencia de las denuncias contra actos discriminatorios; y los actos y 
cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo. 
 
En este sentido, los poderes públicos están obligados a adoptar medidas específicas a favor de 
las mujeres cuando existan situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los 
hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de 
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 
 
Es esencial tener presente que, en la relación de trabajo, las personas trabajadoras, mujeres u 
hombres, tienen derecho a ejercer la corresponsabilidad de la vida personal, familiar y laboral, 
quedando prohibido cualquier trato discriminatorio directo e indirecto por razón de sexo. 
 
Buscando dar a la sociedad un marco jurídico que permita dar un paso más hacia la plena 
igualdad, este real decreto-ley contiene 7 artículos que se corresponden con la modificación de 
siete normas con rango de ley que inciden de forma directa en la igualdad entre mujeres y 
hombres. 
 
El artículo 1 plantea la modificación de la citada Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, y pretende esencialmente extender la exigencia de 
redacción de los planes de igualdad a empresas de cincuenta o más trabajadores, creando la 
obligación de inscribir los mismos en el registro que se desarrollará reglamentariamente. Este 
artículo es complementado con el artículo 6, por el que se modifica el texto refundido de la Ley 
de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, 
de 4 de agosto; esta modificación tiene como objetivo definir mejor el tipo infractor 
correspondiente al incumplimiento de las obligaciones empresariales relativas a los planes y 
medidas de igualdad. 
 
El artículo 2 asume la reforma del texto refundido del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, y plantea, resumidamente: remarcar el 
derecho de los trabajadores a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral; así como 
establecer expresamente el derecho del trabajador a la remuneración correspondiente a su 
trabajo, planteando la igualdad de remuneración sin discriminación. 
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En este punto, debe recordarse que la igualdad de retribución venía ya exigida por la Directiva 
2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en asuntos de empleo y ocupación. Debido a la persistencia de desigualdades 
salariales, en 2014 la Comisión Europea adoptó la Recomendación de 7 de marzo de 2014, 
sobre el refuerzo del principio de igualdad de retribución entre hombres y mujeres a través de 
la transparencia. Esta Recomendación facilita orientaciones a los Estados miembros para 
ayudarlos a aplicar mejor y de forma más eficaz el principio de igualdad de retribución y en 
contexto se inscribe el presente real decreto-ley. En particular, tal y como prevé la 
Recomendación, se introduce en nuestro ordenamiento el concepto de «trabajo de igual 
valor». 
 
El artículo 3 desarrolla la modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, y es un 
reflejo en el sector público de las medidas más arriba planteadas para el resto de las 
trabajadoras y los trabajadores. 
 
Los artículos 2 y 3 del presente real decreto-ley equiparan, en sus respectivos ámbitos de 
aplicación, la duración de los permisos por nacimiento de hijo o hija de ambos progenitores. 
Esta equiparación responde a la existencia de una clara voluntad y demanda social. Los 
poderes públicos no pueden desatender esta demanda que, por otro lado, es una exigencia 
derivada de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución; de los artículos 2 y 3.2 del Tratado de la 
Unión Europea; y de los artículos 21 y 23 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea. De esta forma se da un paso importante en la consecución de la igualdad real y 
efectiva entre hombres y mujeres, en la promoción de la conciliación de la vida personal y 
familiar, y en el principio de corresponsabilidad entre ambos progenitores, elementos ambos 
esenciales para el cumplimiento del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre 
hombres y mujeres en todos los ámbitos. Esta equiparación se lleva a cabo de forma 
progresiva, en los términos previstos en las disposiciones transitorias del Estatuto de los 
Trabajadores y del Estatuto Básico del Empleado Público introducidas por este real decreto-
ley. 
 
El artículo 4 contempla la adaptación de la normativa de Seguridad Social a las medidas 
previstas en la regulación laboral, redefiniendo las prestaciones a la luz de los nuevos 
derechos. De igual manera, se crea una nueva prestación para ejercicio corresponsable del 
cuidado del lactante conforme a las novedades introducidas tanto en el Estatuto de los 
Trabajadores como en el Estatuto Básico del Empleado Público. Por su parte, el artículo 7 
contiene las adaptaciones necesarias para incluir estas prestaciones en la acción protectora del 
Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos de la Seguridad Social. 
 
En la medida que la redefinición de las prestaciones supone un aumento del gasto, la 
ampliación de la acción protectora se atenderá cuando fuera necesario con fondos 
procedentes del Estado para mantener la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social. 
 
Asimismo, este real decreto-ley incluye una medida de protección social de carácter 
extraordinario y urgente, como es la recuperación de la financiación de las cuotas del convenio 
especial de los cuidadores no profesionales de las personas en situación de dependencia a 
cargo de la Administración General del Estado. De esta forma, se pone en valor la figura del 
cuidador no profesional de personas en situación de dependencia, quien en muchos casos se 
ve abocado a abandonar su puesto de trabajo, y por tanto a interrumpir su carrera de 
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cotización a la seguridad social, para cuidar de la persona dependiente. Esta medida, dada su 
particular naturaleza, requiere de una actuación urgente, y sin duda necesaria para este 
colectivo, que está formado en mayor medida por mujeres, ya que tradicionalmente son ellas 
las que asumen los cuidados de las personas dependientes. 
 
El artículo 5 contiene una modificación de la disposición sexagésima primera de la Ley 2/2008, 
de 23 de diciembre, de Presupuestos General del Estado para 2009, relativa al Fondo de apoyo 
para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y 
Atención a la Dependencia y de los Servicios Sociales. 
 
Los artículos 6 y 7, como ya se ha indicado, modifican el texto refundido de la Ley de 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 
4 de agosto, y la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
 
Además de todas estas medidas que entrarán en vigor de forma inmediata, el Gobierno 
reforzará las políticas públicas destinadas a la atención y cuidados de los y las menores, así 
como de las personas en situación de dependencia. Ello incluirá actuaciones como la 
elaboración de un plan de universalización de la educación de 0 a 3 años, conjuntamente con 
las Comunidades Autónomas que tienen competencia en esta materia, de forma que esta 
etapa se incorpore al ciclo educativo en una red de recursos integrada, pública y gratuita; o la 
mejora de los servicios y la cobertura del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia. 
 
Este real decreto-ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas. El real decreto-ley da cumplimiento a los principios de 
necesidad y eficacia y es acorde al principio de proporcionalidad, al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente se 
ajusta al principio de seguridad jurídica. En cuanto al principio de transparencia, no se ha 
realizado el trámite de consulta pública, ni el trámite de audiencia e información públicas, tal y 
como excepciona el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 
 
Ver documento 
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Resolución de 5 de marzo de 2019, del Instituto de Contabilidad y Auditoría 
de Cuentas, por la que se desarrollan los criterios de presentación de los 
instrumentos financieros y otros aspectos contables relacionados con la 
regulación mercantil de las sociedades de capital 
 
El Plan General de Contabilidad (PGC) aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de 
noviembre, recoge en su Segunda Parte las normas de registro y valoración que desarrollan los 
principios contables y otras disposiciones contenidas en la Primera Parte relativa al Marco 
Conceptual de la Contabilidad. 
 
Esta resolución constituye el desarrollo reglamentario de los criterios de presentación de los 
instrumentos financieros y de las implicaciones contables de la regulación mercantil en 
materia de aportaciones sociales, operaciones con acciones y participaciones propias, 
aplicación del resultado, aumento y reducción del capital social y otros aspectos contables 
derivados de la regulación incluida en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en la Ley 3/2009, de 3 de 
abril, sobre modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles. 
 
A tal efecto, la disposición final tercera del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, 
habilita al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (ICAC) para aprobar, mediante 
resolución, normas de obligado cumplimiento que desarrollen el citado Plan y sus normas 
complementarias, en particular en relación con las normas de registro y valoración, y las 
normas de elaboración de las cuentas anuales. 
 
Del mismo modo, la disposición final primera del Real Decreto 1515/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas 
Empresas (PGC-PYMES) y los criterios contables específicos para microempresas, establece que 
los desarrollos normativos del PGC serán de aplicación obligatoria para las empresas que 
apliquen el PGC-PYMES. 
 
En España, el Derecho contable fue objeto de una importante modificación a través de la 
Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia 
contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea. 
 
La opción elegida, a través de la citada Ley 16/2007, de 4 de julio, fue que los principios y 
criterios contables que las empresas españolas deben aplicar en la elaboración de las cuentas 
anuales individuales han de ser los recogidos en la normativa nacional, sin perjuicio de 
mantener una sintonía con lo regulado en las Normas Internacionales de Información 
Financiera adoptadas por la Unión Europea (NIC/NIIF-UE). Por otro lado, las sociedades que no 
tengan valores admitidos a cotización pueden aplicar voluntariamente estas normas en sus 
cuentas consolidadas. 
 
En materia de presentación de instrumentos financieros, la norma internacional de referencia 
en España es la Norma Internacional de Contabilidad 32: Instrumentos financieros. 
Presentación, adoptada por la Unión Europea (NIC-UE 32) mediante el Reglamento (CE) n.º 
1126/2008 de la Comisión, de 3 de noviembre de 2008, por el que se adoptan determinadas 
Normas Internacionales de Contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) n.º 
1606/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo. 
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El objetivo de esta norma europea consiste en establecer principios para la presentación de los 
instrumentos financieros como pasivos financieros o como patrimonio neto, así como para la 
compensación de activos financieros y pasivos financieros. Desde la perspectiva del emisor, la 
citada norma se aplica para la clasificación de los instrumentos financieros en activos 
financieros, pasivos financieros e instrumentos de patrimonio; en la presentación de los 
intereses, dividendos y pérdidas y ganancias relacionados con ellos, y en las circunstancias en 
que los activos financieros y los pasivos financieros puedan ser objeto de compensación. 
 
En este sentido, un aspecto sustancial de la reforma del Código de Comercio por la 
Ley 16/2007, de 4 de julio, fue la incorporación de las definiciones de los elementos 
integrantes de las cuentas anuales: activos, pasivos, patrimonio neto, ingresos y gastos. Y, a 
estos efectos, no cabe duda que el aspecto más reseñable es el impacto que ha tenido en la 
definición de patrimonio neto el que podría denominarse enfoque del pasivo o «Test de la 
obligación». 
 
En concreto, por lo que se refiere a determinados elementos de balance debe resaltarse que la 
convergencia del Derecho Mercantil Contable interno (Código de Comercio y sus disposiciones 
de desarrollo) con las normas internacionales de contabilidad adoptadas por la Unión Europea, 
trajo consigo un cambio fundamental en la calificación económico-contable de algunos 
instrumentos financieros utilizados por las empresas españolas para obtener los recursos 
necesarios para el desempeño de su actividad. En particular, determinadas acciones 
rescatables y acciones o participaciones sin voto. 
 
De acuerdo con esas definiciones, para los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2008, 
la presentación de un instrumento financiero en el patrimonio neto solo es posible si las 
condiciones de emisión no otorgan al inversor un derecho incondicional a recibir flujos de 
efectivo, mediante su reembolso o remuneración. Esto es, solo se clasifican en el patrimonio 
neto los instrumentos financieros que no contienen un componente de pasivo financiero. Este 
análisis debe atender no sólo a la forma jurídica, sino especialmente a la realidad económica 
de las operaciones, tal y como estipula el artículo 34.2 del Código de Comercio. Es decir, se 
exige, en última instancia, una calificación de los hechos económicos atendiendo a su fondo, 
tanto jurídico como propiamente económico, al margen de los instrumentos que se utilicen 
para su formalización. 
 
No obstante, en aquel momento, en aras de mantener la deseable neutralidad de la reforma 
contable sobre la regulación mercantil, en el artículo 36.1.c) párrafo segundo del Código de 
Comercio se incluyó la que podría denominarse «regla de conciliación» entre el patrimonio 
neto contable y el patrimonio neto mercantil. El objetivo de esa modificación fue preservar los 
criterios sobre el mantenimiento e integridad de la cifra del capital social en términos 
estrictamente jurídico-mercantiles. 
 
En desarrollo de esas definiciones, los criterios más relevantes sobre presentación de 
instrumentos financieros se incluyeron en el PGC y en el PGC-PYMES. Así, el vigente PGC 
advierte de forma clara que es posible que determinadas acciones emitidas o participaciones 
creadas puedan contabilizarse en el pasivo si, a la vista de los derechos que confieren a los 
accionistas o socios, se hubiere otorgado a estos últimos un derecho incondicional a recibir 
efectivo u otro activo financiero. 
 
Además, para el caso particular de las sociedades cooperativas, en el año 2010 y mediante la 
Orden EHA/3360/2010, de 21 de diciembre, por la que se aprueban las normas sobre los 
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aspectos contables de las sociedades cooperativas, se aclararon los criterios contables a seguir 
por estas entidades, en ejercicio de la habilitación establecida en la disposición final segunda 
del Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, para que el Ministro de Economía y 
Hacienda (actualmente, la Ministra de Economía y Empresa), a propuesta del Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas, y mediante orden ministerial, apruebe las adaptaciones 
del Plan General de Contabilidad por razón del sujeto contable. 
 
Por otro lado, es evidente el impacto o repercusión contable de muchas de las figuras 
reguladas en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital y en la Ley 3/2009, de 3 de 
abril, y también es claro que hoy en día no existe una norma que, de forma completa y 
general, aborde todas las implicaciones contables de la citada regulación. 
 
El objetivo de la resolución es tratar estas cuestiones desde un punto de vista contable. A tal 
efecto, se ha considerado necesario describir el supuesto de hecho analizado, porque es claro 
que solo a la vista de los rasgos o características económicas de la operación, derivados de su 
régimen jurídico, es posible establecer su adecuado tratamiento contable. Del mismo modo, es 
evidente que la resolución en ningún caso puede venir a modificar o contravenir el vigente 
régimen mercantil de estas operaciones. 
 
Por las razones expuestas, cabe señalar que la referencia que se incluye en la resolución a las 
reglas imperativas que rigen en la actualidad en materia de distribución de dividendos o de 
autocartera, entre otras, se formula con el exclusivo objetivo de poner en contexto la 
regulación contable y facilitar de este modo a los usuarios de la norma una guía sistemática de 
esta regulación. 
 
De acuerdo con la normativa aplicable, con carácter previo a la redacción de este proyecto se 
abrió un proceso de consulta pública con la finalidad de conocer la opinión de los posibles 
interesados en el desarrollo reglamentario en ciernes sobre los objetivos y alcance del 
documento que sirviese de base para redactar el proyecto de resolución. 
 
Los comentarios recibidos se muestran a favor de aprobar la norma para mantener el objetivo 
de armonización con las NIIF-UE y aclarar el tratamiento contable de las operaciones que se 
realizan habitualmente por las sociedades de capital españolas. Al mismo tiempo se sugiere 
que la normativa tenga en cuenta las circunstancias de las pequeñas y medianas empresas, y 
que goce de la suficiente flexibilidad para que las entidades de todos los sectores puedan 
cumplir de manera proporcionada y ordenada con los cambios propuestos. Por último se 
recomienda que la entrada en vigor de la resolución permita a las empresas contar con un 
plazo razonable para la implementación de las políticas contables adecuadas para el 
cumplimiento del nuevo marco normativo. 
 
La resolución se divide en sesenta y dos artículos, agrupados en diez capítulos, una disposición 
transitoria y una disposición final. 
 
En el capítulo I se incluyen las disposiciones o criterios generales en materia de presentación 
de instrumentos financieros y, en particular, las definiciones de pasivo financiero e 
instrumento de patrimonio, con el objetivo de poder juzgar cuándo el importe recibido a título 
de capital social o por causa de la emisión de otros instrumentos financieros debe mostrarse 
en los fondos propios o en el pasivo del balance. 
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La regulación mercantil de las sociedades capitalistas, especialmente las sociedades anónimas, 
no toma en consideración las condiciones personales de los socios, sino su aportación de 
capital, a los efectos de estipular el régimen general de las relaciones societarias de contenido 
económico entre el socio y la sociedad. Así, con carácter general, el socio capitalista percibe un 
dividendo proporcional a su aportación al capital social, previo acuerdo de la junta general, y 
no tiene un derecho incondicional a recuperar la aportación realizada. 
 
Sin embargo, en otras ocasiones, los instrumentos financieros emitidos o creados por la 
sociedad otorgan al inversor el derecho incondicional a recibir efectivo u otro activo financiero 
(atendiendo a diversas motivaciones, por ejemplo en unos casos para dar respuesta a la 
singularidad de la sociedad de responsabilidad limitada, de base más personalista, cuando 
confiere al socio un derecho incondicional de separación; y en otras, por ejemplo, en la 
sociedad cotizada, para dotar a estos operadores económicos de una modalidad de 
financiación más atractiva para el inversor). 
 
Más aún, como consecuencia de una evolución normativa en que se ha puesto de manifiesto 
una acusada tendencia en favor de la autonomía de la voluntad y de la autorregulación, estos 
problemas son cada vez más habituales en mérito de los pactos lícitos sobre las prestaciones 
accesorias, el derecho de separación, exclusión, cláusulas de venta/compra obligatorias a 
cargo de los socios, etcétera. 
 
En tales casos, de acuerdo con los principios y criterios incluidos en los artículos 34 y siguientes 
del Código de Comercio, la totalidad o una parte del importe recibido por la sociedad a cambio 
de la emisión de los instrumentos financieros debe mostrarse en el pasivo del balance, al 
margen de que la citada aportación se haya realizado a título de capital social. 
 
Aplicando el mismo razonamiento, la naturaleza obligatoria del dividendo preferente o 
mínimo, justifica que su registro contable se asimile a los gastos financieros devengados en 
contraprestación por los recursos financieros que obtiene la empresa de sus acreedores. 
 
Es decir, el gasto financiero representa la contrapartida de la obligación de la empresa, en 
términos contables, cuando no existe un límite temporal a la vigencia del privilegio. Cuando se 
fija un límite temporal a ese privilegio, el gasto financiero es equivalente a la reversión del 
descuento calculado en la fecha de reconocimiento inicial de este componente de pasivo. Sin 
embargo, en ambos casos, el gasto financiero no se tiene en cuenta por la norma mercantil a 
los efectos de cuantificar el beneficio distribuible. Desde un punto de vista estrictamente 
mercantil, el dividendo ordinario y el obligatorio, con vigencia limitada o no en el tiempo, 
están sometidos a las mismas reglas; se rigen por el mismo «Test del Balance». 
 
Por eso, con el objetivo de preservar la autonomía de la regulación mercantil, se ha 
considerado oportuno introducir una definición de beneficio distribuible que permita conciliar 
las magnitudes contables con las que se utilizan a efectos mercantiles para determinar la base 
de reparto a los socios, y poder evaluar si después del acuerdo de distribución el patrimonio 
neto es inferior al capital social. 
 
Además, en la resolución se aclara que en el supuesto de coexistir en el balance el resultado 
positivo del ejercicio junto con reservas disponibles, reservas indisponibles, y la reserva legal, 
los resultados negativos de ejercicios anteriores se compensarán materialmente y en primer 
lugar con las ganancias acumuladas de ejercicios anteriores en el orden que se ha indicado, 
antes de que se produzca la compensación material con el resultado positivo del ejercicio. Y 
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ello, a pesar de que desde un punto de vista económico no exista diferencia entre las reservas 
disponibles y el resultado positivo del ejercicio, una vez reducido éste, en su caso, por la 
dotación de la reserva legal y las restantes atenciones obligatorias establecidas por las leyes o 
los estatutos. 
 
A estos efectos, cabe advertir que la compensación material implica minorar las reservas, 
incluida la reserva legal, en las pérdidas acumuladas para así cuantificar la reserva legal o 
indisponible efectiva, pero sin que ello requiera la compensación formal o saneamiento 
contable de las citadas pérdidas. 
 
La prima de emisión de acciones o asunción de participaciones, al igual que las aportaciones de 
los socios reguladas en el artículo 9 de la resolución, desde un punto de vista contable son 
patrimonio aportado y no renta generada por la sociedad, a diferencia de otras reservas 
procedentes de beneficios, pero el estatuto mercantil de estas partidas es el que rige para las 
ganancias acumuladas. Es decir, podrán ser objeto de distribución o reparto entre los socios 
previo cumplimiento de las restricciones establecidas en el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital para la aplicación del resultado o las reservas de libre disposición. Sobre 
la base de este razonamiento, ambos conceptos, prima de emisión o asunción y aportaciones 
de los socios, se incluyen en la definición de beneficio distribuible. 
 
A partir de las mencionadas disposiciones generales, en el capítulo II se regula el tratamiento 
contable de todas las aportaciones sociales. Esto es, de las aportaciones de los socios al capital 
(acciones comunes, sin voto, con privilegio y rescatables), así como de otras posibles 
aportaciones de los socios a los fondos propios y de las aportaciones de los mismos socios 
realizadas a cuenta de futuras ampliaciones de capital, y, en particular, la fecha en que estas 
operaciones surten efectos contables, así como otras cuestiones de diversa índole como las 
prestaciones accesorias, el usufructo de acciones y las cuentas en participación. 
 
El capítulo III recoge las disposiciones relativas a la contabilidad de la adquisición y enajenación 
de acciones y participaciones propias o de la sociedad dominante, y de los compromisos de 
adquisición (contratos a plazo) sobre los propios instrumentos de patrimonio de la empresa. 
Sobre este punto, se reproduce la interpretación del ICAC incluida en la consulta 2 del Boletín 
del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (BOICAC) n.º 86, de junio de 2011. 
 
Bajo la rúbrica de cuentas anuales, en el capítulo IV se aborda el análisis de los problemas que 
suscita la reformulación de cuentas anuales y la subsanación de errores contables. 
 
El tratamiento contable de la remuneración de los administradores se estudia en el capítulo V. 
El aspecto más destacado es la referencia a que cualquier retribución de los administradores 
debe reconocerse como un gasto en la cuenta de pérdidas y ganancias, incluso cuando se 
calcule en función de los beneficios o rendimientos de la sociedad. 
 
En relación con el capítulo VI dedicado a la aplicación del resultado del ejercicio, es oportuno 
realizar las siguientes aclaraciones. 
 
Los ajustes por cambios de valor positivos, así como las subvenciones, donaciones y legados 
reconocidos directamente en el patrimonio neto, no podrán ser objeto de distribución, directa 
ni indirecta y, por lo tanto, se minorarán de la cifra de patrimonio neto a los efectos de analizar 
si esta magnitud, después del reparto, es inferior a la cifra de capital social de acuerdo con lo 
estipulado en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. Esta aclaración implica que 
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ninguna de estas magnitudes puede considerarse a los efectos de compensar pérdidas 
(materialmente), y permitir con ello un posible reparto del resultado del ejercicio o de las 
reservas que no estaría permitido de no haberse producido tal compensación. 
 
Del mismo modo se aclara que cuando existan pérdidas acumuladas y el resultado del ejercicio 
sea positivo, en caso de que el patrimonio neto sea inferior al capital social, el resultado del 
ejercicio debe destinarse a la compensación formal o saneamiento contable de las pérdidas 
antes de que, en su caso, proceda destinar una parte del resultado a dotar la reserva legal. Con 
esta precisión se mantiene y aclara la interpretación del ICAC publicada en la consulta 5 del 
BOICAC n.º 99, de septiembre de 2014. 
 
En relación con el dividendo a cuenta se precisa que las limitaciones establecidas para el 
reparto del resultado del ejercicio también operan respecto al reparto de los resultados 
devengados hasta una determinada fecha, circunstancia que por lo tanto requiere considerar a 
efectos contables la estimación del dividendo mínimo u obligatorio y el gasto por impuesto 
sobre beneficios. 
 
Desde la perspectiva del socio, en la resolución se recuerda que cualquier reparto de reservas 
disponibles o, en su caso, de la prima de emisión, se calificará como una operación de 
«distribución de beneficios» y, en consecuencia, originará el reconocimiento de un ingreso en 
el socio, siempre y cuando, desde la fecha de adquisición, la participada o cualquier sociedad 
del grupo participada por esta última haya generado beneficios por un importe superior a los 
fondos propios que se distribuyen, en sintonía con la interpretación del ICAC publicada en la 
consulta 2 del BOICAC n.º 96, de diciembre de 2013. 
 
En el capítulo VII se tratan los aumentos y reducciones de capital. De esta regulación cabe 
resaltar el registro contable de los aumentos de capital por compensación de deudas. En la 
resolución se señala que, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos previstos en el texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital, el aumento de fondos propios a título de 
aportación por causa de una ampliación de capital por compensación de deudas se 
contabilizará por el valor razonable de la deuda que se cancela, de acuerdo con la 
interpretación del ICAC acerca del tratamiento contable de estas operaciones recogida en la 
consulta 5 del BOICAC n.º 79, de septiembre de 2009, y en la consulta 4 del BOICAC n.º 89, de 
marzo de 2012. 
 
En relación con este capítulo es conveniente advertir del cambio de interpretación sobre el 
tratamiento contable en el socio de la entrega de derechos de asignación gratuitos dentro de 
un programa de retribución al accionista que puedan hacerse efectivos adquiriendo nuevas 
acciones totalmente liberadas, enajenando los derechos en el mercado, o vendiéndolos a la 
sociedad emisora. A diferencia de la interpretación publicada en la consulta 1 publicada en el 
BOICAC n.º 88, de diciembre de 2011, en la resolución se indica que, en la fecha de entrega de 
los derechos de asignación, en todo caso, el socio contabilizará un derecho de cobro y el 
correspondiente ingreso financiero. 
 
Los aspectos contables relacionados con la emisión de obligaciones, a la luz de los criterios 
incluidos en la NIC-UE 32, se analizan en el capítulo VIII. Tomando como referencia los criterios 
de la norma internacional, reproducidos en el artículo 3 de la resolución, en este capítulo, 
además de regular con detalle el tratamiento de las obligaciones convertibles en un número 
fijo de acciones, a opción del inversor, también se aclara que las obligaciones obligatoriamente 
convertibles en un número fijo de acciones deben calificarse como un instrumento financiero 
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compuesto integrado por un pasivo financiero (valor actual de los intereses a pagar) y un 
componente de patrimonio neto (cuantificado por diferencia entre el importe recibido en la 
emisión y el valor del pasivo financiero); no obstante, en caso de que los intereses fuesen 
discrecionales, el importe recibido se presentaría en el patrimonio neto y el pago de los 
intereses como una aplicación del resultado. 
 
En el capítulo IX se aborda el tratamiento contable de la disolución y liquidación ordinaria 
regulada en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, incorporando algunas de las 
previsiones incluidas en la Resolución del ICAC de 18 de octubre de 2013 sobre el marco de 
información financiera cuando no resulta adecuada la aplicación del principio de empresa en 
funcionamiento. 
 
Finalmente, se dedica el capítulo X a algunas de las cuestiones planteadas al ICAC acerca de las 
implicaciones contables de las modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles, 
incluida la transformación y el cambio de domicilio. 
 
La resolución se completa con una disposición transitoria única en la que se estipula que las 
normas de desarrollo aprobadas por la resolución se aplicarán de forma prospectiva. No 
obstante, las sociedades podrán optar por aplicar la resolución de forma retroactiva, de 
conformidad con lo dispuesto en la norma de registro y valoración sobre cambios en criterios 
contables, errores y estimaciones contables del Plan General de Contabilidad o del Plan 
General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas. 
 
La resolución concluye con una disposición final única en la que se anuncia su entrada en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y que será de aplicación a 
las cuentas anuales de los ejercicios iniciados a partir del 1 de enero de 2020. 
 
El artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, estipula que los 
reglamentos cuya propuesta corresponda al Gobierno preverán el comienzo de su vigencia el 2 
de enero o el 1 de julio siguientes a su aprobación, salvo que por razones justificadas deba 
seguirse otro criterio. 
 
Las empresas, de forma mayoritaria, hacen coincidir su ejercicio económico (de doce meses) 
con el año natural que se inicia el 1 de enero. Por ello, en la normalización contable, tanto 
nacional como internacional, tradicionalmente, se ha hecho coincidir la entrada en vigor de los 
nuevos criterios o de las modificaciones normativas en los ejercicios iniciados a partir de esa 
fecha (1 de enero de un determinado año). De esta forma, todas las operaciones realizadas 
durante el periodo de información anual se sujetan a las mismas reglas. 
 
La resolución no es de aplicación obligatoria a las operaciones contabilizadas antes de la fecha 
de entrada en vigor, en aquellos aspectos que introduzcan una aclaración o cambio de criterio 
respecto a las interpretaciones publicadas por el ICAC, y sin perjuicio de la subsanación de 
errores que se pudiera derivar de su primera aplicación en tanto que norma de desarrollo de 
los criterios generales incluidos en el PGC y en el PGC-PYMES, o de que las sociedades opten 
por su aplicación retroactiva. 
 
El artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, establece que, en el ejercicio de la iniciativa legislativa y la 
potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los principios 
de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. Y que, 
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para el caso de los proyectos de reglamentos, la adecuación a estos principios deberá 
justificarse en el preámbulo. 
 
Esta resolución desarrolla los criterios de presentación de los instrumentos financieros 
regulados en el PGC y en el PGC-PYMES con el objetivo y para atender la necesidad de poner a 
disposición de los usuarios de las cuentas anuales, de las empresas y de sus auditores, un 
conjunto de interpretaciones que permitan un adecuado cumplimiento de las respectivas 
obligaciones que les impone nuestro ordenamiento jurídico. A tal efecto, se han tenido en 
cuenta los principios de eficacia, eficiencia y proporcionalidad, lo que ha llevado a introducir 
algunas soluciones prácticas en la resolución en forma de presunciones que admiten prueba 
en contrario una vez constatado que no existen otras menos restrictivas o que impongan 
menos obligaciones a los destinatarios. Igualmente se ha considerado el principio de 
transparencia mediante la previa consulta pública de la norma, su presentación y posterior 
debate en los órganos consultivos del ICAC, y la apertura del trámite de audiencia o 
información pública a los interesados. 
 
En definitiva, se ha considerado oportuno aprobar un desarrollo reglamentario del PGC y del 
PGC-PYMES en materia de presentación de instrumentos financieros y acerca de las 
implicaciones contables de la regulación mercantil sobre las aportaciones sociales, las 
operaciones con acciones y participaciones propias, la aplicación del resultado, el aumento y 
reducción del capital, y, en general, otros aspectos contables relacionados con la regulación 
mercantil de las sociedades de capital, con la finalidad de dotar a estas operaciones de un 
tratamiento contable adecuado y suficiente en aras de la deseable seguridad jurídica. 
 
La resolución se dicta de acuerdo con la disposición final tercera del Real Decreto 1514/2007, 
de 16 de noviembre, y con la disposición adicional quinta del Real Decreto 1046/2018, de 24 
de agosto, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Empresa, y una vez recabado el informe preceptivo del Ministerio de Hacienda previsto en esta 
última disposición. 
 
Ver documento 
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Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito 
inmobiliario 
 
La regulación de los contratos de crédito inmobiliario desempeña un papel relevante en la 
estabilidad económica y es un instrumento de cohesión social. El sistema hipotecario español 
y, en particular, el régimen de concesión de préstamos y créditos con garantía hipotecaria 
inmobiliaria, ha hecho posible que numerosas familias españolas puedan disfrutar de viviendas 
en propiedad y que lo hagan en una proporción superior a la de muchos países de nuestro 
entorno. Garantizar un régimen jurídico seguro, ágil y eficaz, que proteja este tipo de 
operaciones es una exigencia que deriva no sólo de las obligaciones impuestas por el Derecho 
de la Unión Europea, sino de los indudables beneficios que supone para la economía de un 
país. Tanto la protección de las transacciones como la seguridad jurídica generan crédito para 
los individuos, lo que redunda en el crecimiento de la economía. Así mismo, el acceso a la 
propiedad consolida la libertad y responsabilidad de los individuos como ciudadanos. En este 
proceso el acceso al crédito hipotecario es un elemento clave en el éxito del régimen de 
propiedad de España. 
 
Partiendo de estas consideraciones, esta Ley tiene como objeto la trasposición de la 
Directiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de febrero de 2014. 
 
Además, vista la experiencia hasta la fecha, y al objeto de la recuperación de la confianza de 
los prestatarios, se introducen previsiones cuya finalidad es la de potenciar la seguridad 
jurídica, la transparencia y comprensión de los contratos y de las cláusulas que los componen, 
así como el justo equilibrio entre las partes. 
 
La Directiva 2014/17/UE reconoce en su considerando (3) que «La crisis financiera ha 
demostrado que el comportamiento irresponsable de los participantes en el mercado puede 
socavar los cimientos del sistema financiero, (...) y puede tener graves consecuencias sociales y 
económicas». En particular, la Directiva pone de manifiesto en su considerando (4) que «la 
Comisión ha determinado una serie de problemas que sufren los mercados hipotecarios de la 
Unión en relación con la irresponsabilidad en la concesión y contratación de préstamos, así 
como con el margen potencial de comportamiento irresponsable entre los participantes en el 
mercado, incluidos los intermediarios de crédito». 
 
Dichos considerandos ponen de relieve, además, la asimétrica posición que ocupan en la 
relación contractual el prestamista y el prestatario, que no queda salvada por el simple hecho 
de proporcionar al cliente información y advertencias. Se exige, por tanto, a la parte que 
domina la relación que, como profesional, tenga un plus de responsabilidad en su 
comportamiento hacia el prestatario. 
 
La Directiva 2014/17/UE establece un régimen específico de protección de las personas 
consumidoras que tengan la condición de prestatarios, garantes o titulares de garantías en 
préstamos o créditos garantizados mediante hipoteca sobre bienes inmuebles de uso 
residencial, o cuya finalidad sea la adquisición de bienes inmuebles de uso residencial. 
 
En la Unión Europea, cuyo derecho goza del principio de primacía frente al derecho nacional, la 
vivienda está reconocida como un derecho fundamental, tal como reconoce expresamente el 
apartado 65 de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 10 de septiembre 
de 2014, asunto C-34/13, donde con toda contundencia se manifiesta que «En el Derecho de la 
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Unión, el derecho a la vivienda es un derecho fundamental garantizado por el artículo 7 de la 
Carta que el tribunal remitente debe tomar en consideración al aplicar la Directiva 93/13». 
 
La normativa europea se refiere a los créditos celebrados con consumidores que estén 
garantizados mediante hipoteca u otro tipo de garantía, en relación con bienes inmuebles de 
uso residencial, es decir, su objeto es la protección de los consumidores, entendiéndose por 
tales las personas físicas que no actúan en el ámbito de su actividad profesional o empresarial. 
Sin embargo, también permite que por parte de los Estados miembros se adopten 
disposiciones más estrictas en materia de protección de las personas consumidoras, 
incluyendo también la posibilidad de ampliar el ámbito de aplicación a no consumidores. 
 
De esta forma, la presente Ley extiende su régimen jurídico a todas las personas físicas, con 
independencia de que sean o no consumidores. Esta ampliación de la esfera subjetiva de 
protección de la Ley frente a la Directiva sigue la línea tradicional de nuestro ordenamiento 
jurídico de ampliar el ámbito de protección a colectivos como los trabajadores autónomos. Así 
se configura el ámbito de aplicación de la vigente normativa de transparencia en materia de 
créditos hipotecarios que se regula en el Capítulo II del Título III de la Orden EHA/2899/2011, 
de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios. 
 
La Ley regula tres aspectos diferenciados. En primer lugar, contiene normas de transparencia y 
de conducta que imponen obligaciones a los prestamistas e intermediarios de crédito, así 
como a sus representantes designados, completando y mejorando el actual marco existente de 
la referida Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre y la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la 
que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de 
servicios de intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito. 
 
En segundo lugar, regula el régimen jurídico de los intermediarios de crédito inmobiliario y los 
prestamistas inmobiliarios, y en tercer lugar, establece el régimen sancionador para los 
incumplimientos de las obligaciones contenidas en la misma. 
 
Además, se introducen a lo largo del articulado una serie de disposiciones que regulan 
aspectos que no están específicamente previstos en la normativa europea o que van más allá 
de su contenido, y cuya finalidad es reforzar determinados aspectos del régimen jurídico de 
contratación hipotecaria y de su vida contractual, referidos a determinadas situaciones que, en 
contratos de tan larga duración pueden producirse y deben tenerse en consideración, ya sea 
exigiendo mayores garantías, reforzando las existentes, estableciendo una regulación clara y 
sencilla que evite dudas interpretativas innecesarias o estableciendo mecanismos de solución 
de conflictos o situaciones que pudieran variar la situación del prestatario en las condiciones 
que contrató. El objetivo último es reforzar las garantías para los prestatarios en el proceso de 
contratación y evitar en última instancia la ejecución de este tipo de préstamos en vía judicial 
con la consiguiente pérdida de la vivienda. 
 
La Ley se estructura en cuatro Capítulos, que se corresponden con las líneas esenciales de la 
regulación, doce disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y dieciséis disposiciones finales, así como dos Anexos, el I referente a la Ficha 
Europea de Información Normalizada (FEIN) y el II al Cálculo de la Tasa Anual Equivalente 
(TAE). 
 
El Capítulo I recoge las disposiciones generales que alcanzan al objeto, ámbito de aplicación, 
carácter irrenunciable de los derechos que reconoce para los prestatarios y definiciones a 
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efectos de la Ley. En los mismos términos que la referida Directiva 2014/17/UE, la Ley se 
aplicará tanto a la concesión profesional de préstamos con garantía hipotecaria sobre bienes 
inmuebles de uso residencial y préstamos para la adquisición de inmuebles de uso residencial 
como a la intermediación profesional en alguna de las dos actividades anteriores. 
 
El Capítulo II establece las normas de transparencia y de conducta orientadas, en particular, a 
la concesión responsable de financiación que afecte a inmuebles, así como a favorecer la 
progresiva implantación de un mercado de crédito fiable, con reglas homogéneas en el espacio 
europeo y con un mayor grado de confianza de los clientes en las entidades prestamistas; un 
mercado en el que las personas físicas que busquen financiación hipotecaria puedan hacerlo 
con la confianza de que las entidades prestamistas se comportarán de forma profesional y 
responsable. En este sentido, la Ley contribuye a la implantación de un mercado único 
europeo más transparente, competitivo y homogéneo, con contratos de crédito que afectan a 
bienes inmuebles más equitativos y que aseguran un elevado nivel de protección a las 
personas físicas que obtienen financiación. 
 
Este Capítulo se estructura, a su vez, en tres secciones. La sección 1.ª recoge, a modo de 
disposiciones generales, los principios de actuación básicos en la concesión de préstamos 
inmobiliarios, dirigidos a la protección de los legítimos intereses, las características generales 
de la información precontractual, las obligaciones de transparencia en relación con los 
contratos, la determinación del cálculo de la Tasa Anual Equivalente (TAE) y la Ficha Europea 
de Información Normalizada (FEIN). 
 
Entre los aspectos más novedosos de la Ley se establece una regulación detallada de la fase 
precontractual. En este sentido, se ha optado por ir más allá de la estricta transposición de la 
Directiva 2014/17 con el objetivo de garantizar que el prestatario tenga a su disposición la 
información necesaria para que pueda comprender en su integridad la carga económica y 
jurídica del préstamo que va a contratar y que, por lo tanto, se pueda considerar cumplido el 
principio de transparencia en su vertiente material. 
 
Esta medida, destinada a reforzar el equilibrio que debe existir entre las partes en toda 
relación jurídica contractual, se complementa atribuyendo al notario la función de asesorar 
imparcialmente al prestatario, aclarando todas aquellas dudas que le pudiera suscitar el 
contrato, y de comprobar que tanto los plazos como los demás requisitos que permiten 
considerar cumplido el citado principio de transparencia material, especialmente los 
relacionados con las cláusulas contractuales de mayor complejidad o relevancia en el contrato, 
concurren al tiempo de autorizar en escritura pública el contrato de préstamo o crédito 
hipotecario. 
 
De ese modo, se constituirá prueba en beneficio de ambas partes –prestamista y prestatario– 
de que el primero ha cumplido con su obligación de entregar en los plazos previstos dicha 
documentación y el segundo podrá ejercer el derecho, que presupone también la existencia de 
un deber, a conocer las consecuencias de aquello a lo que se obliga. 
 
No obstante, es importante señalar que, al igual que como sucedió con las modificaciones 
introducidas en su momento por la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia 
y protección del cliente de servicios bancarios, las innovaciones en la fase precontractual, 
derivadas de la aplicación de esta Ley, no serán de aplicación, salvo a lo que expresamente se 
atribuya efecto retroactivo, a la cartera hipotecaria concedida. Y no lo serán ni siquiera como 
parámetro de comparación, en la medida en que nos encontramos ante contratos que se 
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celebraron al amparo de una legislación que determinaba en su integridad los requisitos de 
transparencia a los que quedaban sujetos tales contratos. 
 
La sección 2.ª recoge las normas de conducta que prestamistas, intermediarios de crédito 
inmobiliario y representantes designados deben cumplir en el proceso de elaboración, 
promoción, comercialización y contratación de préstamos inmobiliarios, tanto respecto de su 
organización interna, como respecto del cliente. Cabe destacar algunas de ellas por su especial 
relevancia. Así, en primer lugar, se exige que el personal que evalúa la solvencia y comercializa 
préstamos inmobiliarios deba cumplir con determinados requisitos de capacitación que 
aseguren (artículo 16) que el prestatario recibe una información adecuada y ajustada a sus 
necesidades por parte del prestamista. Se prohíben, en segundo lugar y con carácter general, 
las ventas vinculadas, es decir, ventas de paquetes integrados por el préstamo y otros 
productos, cuando el contrato de préstamo no se ofrezca al prestatario también por separado 
(artículo 17). Esta medida está orientada a favorecer la elección del producto más adecuado 
por parte del cliente y fomentar la competencia entre prestamistas, posibilitando la venta 
agrupada en aquellos casos en los que resulte más beneficioso para aquellos. Por otro lado, se 
imponen límites a la política retributiva del personal de los prestamistas y de los asesores, 
evitando incentivos adversos que favorezcan una posible contratación excesiva en detrimento 
de una adecuada valoración del riesgo y de la provisión de la necesaria información al cliente, 
estableciendo, en particular, que el volumen de préstamos contratados no sea el factor 
predominante a la hora de retribuir al personal que los diseña, comercializa o los recomienda 
(artículo 18). También se limita la actividad de asesoramiento en materia de préstamos y 
créditos que, con determinadas excepciones, sólo podrá prestarse por los intermediarios de 
crédito inmobiliario y los prestamistas inmobiliarios (artículo 19), estableciendo al tiempo 
reglas que aseguren la provisión de recomendaciones claras, objetivas y adaptadas al cliente. 
Por otra parte, se incorpora por vez primera en nuestro ordenamiento jurídico el derecho del 
consumidor a convertir el préstamo denominado en moneda extranjera a la moneda en la que 
el prestatario reciba sus ingresos o la del Estado miembro en el que resida, como mecanismo 
sencillo y fácil de comprender para conseguir cobertura y protección frente al riesgo de 
cambio (artículo 20). No obstante, el prestatario profesional, que no sea consumidor, podrá 
sustituir este derecho por otro tipo de mecanismo alternativo para la cobertura del riesgo de 
cambio. La cobertura del riesgo de cambio viene acompañada de la obligación de información 
periódica del prestamista al prestatario sobre la evolución de la deuda y del derecho de éste a 
convertir, en su caso, el préstamo a una moneda alternativa. 
 
La sección 3.ª regula la forma, ejecución y resolución de los contratos. Como novedad se 
establece el derecho del prestatario a reembolsar, con carácter general, todo o parte del 
préstamo sin tener que soportar comisiones o compensaciones para el prestamista. 
Únicamente se satisfará al prestamista la pérdida financiera de éste cuando el reembolso se 
produzca en los primeros años de vigencia del contrato (difieren entre los contratos a tipo 
variable y los contratos a tipo fijo), y siempre que esa pérdida no supere aplicando unos 
porcentajes máximos previstos legalmente (artículo 23). Igualmente reseñable es la opción de 
favorecer la subrogación y la novación modificativa de préstamos cuando tengan por finalidad 
la modificación del tipo de interés variable a uno fijo. El objetivo perseguido es lograr que los 
prestatarios puedan conocer con exactitud el coste que en el medio y largo plazo les va a 
suponer la financiación que contratan, lo que les permitirá realizar una planificación financiera 
a largo plazo, a la par que favorece la simplicidad en la redacción de los contratos y en 
consecuencia la transparencia con los prestatarios. En todo caso, la regulación trata de 
establecer un punto de equilibrio entre facilitar a las personas físicas el reembolso de sus 
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préstamos y no generar escenarios adversos en los prestamistas respecto de la oferta de 
contratos de préstamo a tipo fijo, en los que el riesgo de tipo de interés es mayor. 
 
Por último, esta sección aborda la nueva regulación del vencimiento anticipado del contrato de 
préstamo y de los intereses de demora, sustituyendo el régimen vigente, en el que existía 
cierto margen a la autonomía de la voluntad de las partes, por normas de carácter 
estrictamente imperativo. Así, mediante el nuevo régimen del vencimiento anticipado se 
garantiza que este solo pueda tener lugar cuando el incumplimiento del deudor es 
suficientemente significativo en atención al préstamo contratado. Del mismo modo dota de 
una mayor seguridad jurídica a la contratación, y se sustituye el anterior régimen de los 
intereses de demora, en el que únicamente se establecía un límite máximo para cuantificarlos, 
por un criterio claro y fijo para su determinación. En ambos casos se persigue impedir la 
inclusión en el contrato de cláusulas que pudieran ser abusivas y, a la vez, robustecer el 
necesario equilibrio económico y financiero entre las partes. 
 
El Capítulo III con la rúbrica de régimen jurídico de los intermediarios de crédito inmobiliario, 
sus representantes designados y los prestamistas inmobiliarios, se estructura en cuatro 
secciones. La sección 1.ª describe las fuentes del régimen jurídico de estas figuras (artículo 26). 
Las secciones 2.ª, 3.ª y 4.ª se refieren a los intermediarios de crédito inmobiliario, los 
representantes designados de los intermediarios y los prestamistas inmobiliarios, 
respectivamente. Regulan los requisitos de acceso a la actividad y el régimen de supervisión de 
los mismos. Aquellos operadores que deseen realizar profesionalmente estas actividades 
deberán estar debidamente inscritos en el correspondiente registro público y contar, entre 
otros aspectos, con reconocido prestigio y conocimientos y competencia adecuados. 
 
El Capítulo IV se dedica a la regulación del régimen sancionador. A estos efectos, las 
obligaciones establecidas en esta Ley tienen el carácter de normas de ordenación y disciplina 
para los intermediarios de crédito inmobiliario y los prestamistas inmobiliarios, que aplicarán 
el Banco de España o el órgano designado por cada Comunidad Autónoma, en función del 
ámbito geográfico en el que opere el intermediario o el prestamista inmobiliario, con un 
abanico de infracciones y sanciones proporcionales a la dimensión de los destinatarios. 
 
Las disposiciones adicionales, doce en total, regulan ámbitos específicos vinculados con el 
régimen jurídico de los contratos de crédito inmobiliario en ámbitos tales como la resolución 
de controversias a través de reclamaciones extrajudiciales en referencia a la Autoridad 
Independiente para velar por la protección y transparencia en la contratación inmobiliaria 
prevista en la Disposición adicional primera de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, la 
cooperación entre las autoridades competentes, la educación financiera, el régimen de 
conservación de la documentación precontractual, aspectos de desarrollo autonómico, los 
supuestos de subrogación de deudor y novación modificativa del contrato de préstamo, las 
obligaciones del empresario con ocasión de la transmisión del inmueble hipotecado, las 
obligaciones de notarios y registradores con ocasión de la autorización e inscripción del 
préstamo hipotecario, los honorarios notariales y registrales en caso de subrogación o 
novación modificativa de los préstamos por cambio de tipo de interés variable a fijo, el 
régimen de valoración de bienes inmuebles y la adhesión al Código de Buenas Prácticas para la 
reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre la vivienda habitual. 
 
La disposición transitoria primera establece como regla general la aplicación no retroactiva de 
sus disposiciones, de la que se exceptúan los supuestos regulados en sus apartados dos a 
cuatro. En cuanto a este último, se determina que quedará regulado bajo los términos de esta 
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Ley el vencimiento anticipado de los contratos que tenga lugar a partir de la entrada en vigor 
de la misma, aunque los contratos se hubieran celebrado con anterioridad e incluso aunque 
contuvieran alguna estipulación al respecto, salvo que el deudor alegara que la previsión que 
contiene resulta más favorable para él. Por tanto, esta regulación no se aplica al vencimiento 
anticipado de los contratos que hubiera tenido lugar antes de la entrada en vigor de la Ley, se 
hubiera instado o no un procedimiento de ejecución hipotecaria para hacerlo efectivo, y 
estuviera este suspendido o no. 
 
Por su parte, la disposición transitoria segunda prevé la obligación de adaptación al nuevo 
régimen por parte de los intermediarios de crédito inmobiliario y prestamistas inmobiliarios 
preexistentes. 
 
La disposición transitoria tercera establece un régimen especial en los procesos de ejecución 
en curso a la entrada en vigor de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la 
protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social para dar 
cumplimiento a las sentencias de 29 de octubre de 2015 y de 26 de enero de 2017 dictadas por 
el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Con ello se otorga a los deudores hipotecarios 
contemplados en la disposición transitoria cuarta de la citada Ley un nuevo plazo de diez días 
para formular oposición sobre la base de la posible existencia de cláusulas abusivas cuando se 
den determinadas circunstancias. Este nuevo plazo se contará a partir de la notificación al 
deudor de su posibilidad de plantear la oposición. Dicha notificación deberá realizarse en el 
plazo de 15 días naturales a contar desde la entrada en vigor de esta Ley. 
 
Las circunstancias que excluyen el otorgamiento de un nuevo plazo residen en razones de 
seguridad jurídica y coherencia. Por ello no se aplicará la previsión a los supuestos en que el 
juez de oficio hubiese analizado la existencia de cláusulas abusivas; cuando se hubiera 
notificado personalmente al ejecutado la posibilidad de formular el incidente extraordinario de 
oposición basado en la existencia de las causas de oposición previstas en el apartado 7.ª del 
artículo 557.1 y 4.ª del artículo 695.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; cuando el ejecutado 
hubiera formulado el citado incidente extraordinario de oposición, conforme a lo recogido en 
la citada disposición transitoria cuarta de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, o cuando con base en 
la sentencia del Tribunal de Justicia de la UE de 29 de octubre de 2016 se haya admitido la 
oposición del ejecutado. 
 
Conforme a la disposición transitoria cuarta, los prestamistas podrán seguir utilizando la Ficha 
de Información Personalizada prevista en el artículo 22 y el anexo II de la Orden 
EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios 
bancarios, hasta el 21 de marzo de 2019. 
 
La disposición transitoria quinta establece el régimen transitorio para la resolución de quejas y 
reclamaciones en tanto se crea la Autoridad Independiente a que se refiere la Disposición 
adicional primera de esta Ley. 
 
La Ley contiene 16 disposiciones finales. La primera modifica la Ley Hipotecaria con la finalidad 
de integrar en ella las mejoras en la protección de los prestatarios en materia de vencimiento 
anticipado y el interés de demora y otras de carácter técnico. 
 
La disposición final segunda modifica el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados. 
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La disposición final tercera modifica la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y 
modificación de préstamos hipotecarios, modificada por la Ley 41/2007, de 7 de diciembre, 
por la que se modifica la Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario y 
otras normas del sistema hipotecario y financiero, de regulación de las hipotecas inversas y el 
seguro de dependencia y por la que se establece determinada norma tributaria. 
 
La disposición final cuarta modifica la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales 
de la contratación, y entre otras medidas, establece la obligación de remitir las sentencias 
firmes dictadas en acciones colectivas o individuales por las que se declare la nulidad, cesación 
o retractación en la utilización de condiciones generales abusivas, al Registro de Condiciones 
Generales. 
 
La disposición final quinta modifica la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil en 
consonancia con lo establecido en el párrafo anterior. 
 
La disposición final sexta modifica la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, en materia de régimen disciplinario de los notarios. 
 
La disposición final séptima modifica la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de 
Reforma del Sistema Financiero, con la finalidad de dar acceso a la Central de Información de 
Riesgos del Banco de España a todas las entidades prestamistas de crédito inmobiliario. 
 
La disposición final octava modifica el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, y otras leyes complementarias. 
 
La disposición final novena adapta el ámbito de aplicación de la Ley 2/2009, de 31 de marzo, a 
las previsiones de esta Ley, evitando solapamientos normativos y clarificando el régimen 
jurídico aplicable a cada situación. 
 
La disposición final décima modifica el Real Decreto-Ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas 
urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos con el fin de convertir el código 
de buenas prácticas en un mecanismo permanente y obligatorio para todas las entidades 
adheridas que permita a todos los deudores más vulnerables en situación de impago acceder a 
las opciones de alivio de la deuda contenidas en el mismo. 
 
La disposición final undécima modifica la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración 
y resolución de entidades de crédito, con el fin de clarificar las condiciones y requisitos 
necesarios con que la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria, S.A., puede iniciar una demanda ejecutiva a efectos de que pueda desarrollar de 
forma eficaz las funciones que tiene encomendadas, preservándose su posición para la 
ejecución de las garantías de los activos financieros adquiridos. Dicha medida se enmarca en el 
objeto social singular de la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria, S.A. y en el interés público derivado de su actividad dentro del proceso de 
reestructuración y saneamiento del sector bancario español. 
 
La disposición final duodécima adapta la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito, para evitar solapamientos regulatorios en 
materia de transparencia con la clientela bancaria, adaptándola a las especificidades del 
régimen sancionador establecidas por la presente Ley, en particular, en lo relativo a las 
competencias de las Comunidades Autónomas. 
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Sobre el Título competencial de la Ley, la disposición final decimotercera, establece la 
competencia estatal exclusiva sobre las bases de obligaciones contractuales, haciendo hincapié 
en el respeto de las competencias autonómicas en materia de consumo cuando se trate de 
créditos que recaen sobre vivienda habitual de la persona consumidora. 
 
La disposición final decimocuarta señala que mediante esta Ley se incorpora, parcialmente, al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 4 de febrero de 2014, sobre los contratos de crédito celebrados con los consumidores para 
bienes inmuebles de uso residencial y por la que se modifican las Directivas 2008/48/CE 
y 2013/36/UE y el Reglamento (UE) n.º 1093/2010. 
 
La disposición final decimoquinta establece una habilitación normativa a favor del Gobierno en 
materia de transparencia y conducta a seguir por los prestamistas en la comercialización de 
préstamos inmobiliarios, que alcanza aspectos específicos como la información precontractual, 
obligaciones de comunicación, información y documentación, publicidad, evaluación de 
riesgos y solvencia y otros aspectos relacionados, acompañada de una habilitación a la persona 
titular del Ministerio de Economía y Empresa para cuestiones muy concretas y de detalle, que 
requieren de un instrumento normativo más flexible. Con el ejercicio de estas habilitaciones se 
garantizará la completa transposición de la Directiva 2014/17/UE, a través de norma de 
naturaleza reglamentaria, al tiempo que se facilita la adaptación ágil y efectiva de las prácticas 
a los principios establecidos en la Ley y en la normativa europea. Las disposiciones 
reglamentarias de desarrollo respetarán en todo caso la máxima protección de los prestatarios 
de acuerdo con el espíritu de esta Ley. 
 
Finalmente, la disposición final decimosexta establece la entrada en vigor de la Ley. 
 
Ver documento 

https://www.boe.es/boe/dias/2019/03/16/pdfs/BOE-A-2019-3814.pdf
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Normativa autonómica 
 
Comunidad Autónoma de Extremadura 

 
Ley 6/2019, de 20 de febrero, del Estatuto de las personas consumidoras de 
Extremadura. 
 
Defender los derechos de las personas consumidoras y de las personas usuarias constituye 
todo un reto en nuestros días y aún más en el futuro. El mercado actual se caracteriza por la 
situación dominante que ocupan las grandes empresas, la enorme diversificación y continua 
aparición de productos y servicios, y las nuevas formas de comercialización y contratación. 
 
En los nuevos hábitos de consumo hay aspectos que están vinculados, por un lado, a la propia 
crisis económica (que afectan al tema de la vivienda, a las necesidades más básicas y a las 
compras diarias) y por otro, al auge del comercio electrónico y a la consolidación de internet, 
como espacio ineludible donde se ejercen los derechos. 
 
En un mercado como el nuestro, cada vez más globalizado e internacionalizado, la persona 
consumidora se encuentra la mayor parte de las veces muy lejos del responsable del producto 
o servicio que adquiere y, como consecuencia de ello, las posibilidades de que la persona 
consumidora se vea inmersa en situaciones de indefensión se multiplican. En un mercado cada 
vez más tendente a eliminar barreras transfronterizas debemos estar preparados con todos los 
instrumentos necesarios para crear un espacio en el que podamos disfrutar de todos los 
productos, bienes y servicios de la forma más segura posible. 
 
La defensa de las personas consumidoras y personas usuarias es un principio rector de la 
política social y económica en nuestro país. La Constitución española ordena en su artículo 51 
a los poderes públicos garantizar la defensa de las personas consumidoras y personas usuarias, 
protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y sus legítimos intereses 
económicos. Igualmente, en el artículo 53 del texto constitucional se señala que dicha defensa 
debe informar la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. 
En este sentido, su reconocimiento, respeto y protección son una responsabilidad de la 
Administración pública. 
 
Entre las competencias exclusivas atribuidas por la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de 
Reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se recoge en 
el artículo 9.18 las referidas a «Consumo. Regulación de las medidas de prevención, protección 
y defensa de los personas consumidoras y personas usuarias, de sus derechos y de los órganos 
y procedimientos de mediación. Lucha contra el fraude». 
 
En ejercicio de esta competencia, en virtud del entonces vigente Estatuto de Autonomía, 
aprobado por Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, se aprobó la Ley 6/2001, de 24 de mayo, 
del Estatuto de los Consumidores de Extremadura, en el marco de la legislación básica del 
Estado, y en los términos en ella establecidos en materia de defensa de la persona 
consumidora y persona usuaria, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad 
económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordinación general de la 
sanidad, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11, 13 y 16 de la 
Constitución española. 
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Esta ley ha sufrido varias modificaciones. La primera de ellas, operada por la Ley 18/2010, 
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Extremadura 
para 2011, ampliaba el derecho a la información que corresponde a las personas 
consumidoras, y correlativamente introducía las infracciones correspondientes. 
Posteriormente, la Ley 8/2016, de 12 de diciembre, de medidas tributarias, patrimoniales, 
financieras y administrativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura, incluyó 
modificaciones sobre el procedimiento sancionador en materia de consumo, como 
consecuencia de la Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2015, de 2 de febrero, que declaró 
la inconstitucionalidad y nulidad de artículos del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. 
 
Con el fin de que las instalaciones de venta al público de gasolinas y gasóleos de automoción 
dispongan, al menos, en horario diurno de una persona responsable en la propia instalación se 
produjo la penúltima reforma, mediante la Ley 5/2017, de 16 de mayo, atendiendo con ello las 
características de nuestra región (con una población eminentemente rural y dispersa 
geográficamente, y mal comunicada debido a las escasas y deficientes infraestructuras 
ferroviarias) y, sobre todo, atendiendo y protegiendo de manera especial a los colectivos 
vulnerables como son nuestros «mayores» y/o personas con movilidad reducida. Esta 
obligación específica de protección a estas personas consumidoras y personas usuarias dota de 
un régimen de protección reforzado, tipificándose su incumplimiento como infracción grave. 
 
La última de las modificaciones, y la de mayor calado, se ha realizado mediante la Ley 4/2018, 
de 21 de febrero, reforzándose las medidas contra las cláusulas abusivas y contra las prácticas 
comerciales agresivas de acoso a las personas consumidoras. Asimismo, se regula la atención 
telefónica de quienes comercialicen u ofrezcan productos, servicios o actividades a las 
personas consumidoras, así como los procedimientos de baja de servicios de tracto sucesivo, 
modificaciones unilaterales en las condiciones respecto al contrato original o interrupciones o 
bajas en servicios de suministros de carácter esencial. También acomete la regulación de la 
titulización de créditos, como una manifestación del derecho básico de información que asiste 
a la persona consumidora. 
 
Junto a las modificaciones que se han ido introduciendo en nuestra Ley 6/2001, de 24 de 
mayo, del Estatuto de los Consumidores de Extremadura, se ha de tener en cuenta la reciente 
normativa europea, estatal y autonómica, que afecta directamente a las relaciones de 
consumo.            
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Así, la entrada en vigor de normas como la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia 
de consumo, junto al Anteproyecto de Ley de Mediación en las Relaciones de Consumo de 
Extremadura, actualmente en tramitación, vienen a poner de manifiesto la importancia que 
cobran los «sistemas alternativos de resolución de conflictos en materia de consumo», 
importancia que viene determinada entre otras causas por el escaso valor económico de 
muchas de las reclamaciones, por las condiciones generales en la contratación, por la posición 
más débil de la persona consumidora y por el acceso poco fácil y costoso de las personas 
consumidoras a los Tribunales de Justicia.Y que viene a reforzar la voluntad de la 
Administración autonómica, en ampliar el abanico de estos sistemas alternativos a la justicia 
ordinaria, como lo demuestra que junto a los sistemas que disponemos actualmente 
(negociación asistida o conciliación y el sistema arbitral de consumo) se va a poder contar por 
parte de la población extremeña con la mediación de consumo. Por todo ello, se hace 
necesario determinadas plasmaciones en una norma general en materia de consumo como la 
presente. 
 
Asimismo, ha sido tenida en cuenta jurisprudencia reciente que supone logros en la defensa de 
la posición de la persona consumidora y de la propia Administración como protectora de sus 
derechos. La sentencia dictada por la Sala 3.ª del Tribunal Supremo con fecha 16 de 
septiembre de 2017, y fijaba como doctrina legal que la Administración puede sancionar la 
utilización de cláusulas abusivas en los contratos con personas consumidoras y personas 
usuarias en aplicación de los tipos infractores previstos en la ley sin necesidad de previa 
declaración judicial del orden civil, y cuya plasmación en derechos y obligaciones específicas 
recoge esta ley. 
 
Por tanto, con la presente norma se pretende reforzar la defensa de los derechos de las 
personas consumidoras, adaptándose a los nuevos escenarios en los que se producen las 
relaciones de consumo, teniendo en cuenta al mismo tiempo las modificaciones anteriormente 
descritas, la aprobación de nueva legislación y la jurisprudencia reciente, todo ello unido a la 
experiencia acumulada a lo largo de estos años. 
 
La presente ley consta de cuatro títulos, divididos en capítulos, ochenta y tres artículos, dos 
disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y una 
disposición final. 
 
El título preliminar contiene el objeto, ámbito de aplicación y definiciones de los conceptos 
básicos de la ley, donde destaca una concepción actualizada de empresa con la inclusión de 
entidades sin personalidad jurídica, así como los intervinientes en el comercio electrónico y la 
sociedad de la información, en oposición a un concepto de persona consumidora en su 
interpretación tradicional. 
 
El título I está dedicado a las personas consumidoras y se estructura en siete capítulos, 
siguiendo la relación establecida de estos derechos tal como aparece enumerada en el 
artículo 3. En la redacción de este título, y por extensión en todo el articulado de la ley, se ha 
optado por no reproducir los preceptos contemplados en el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, y otras normas sectoriales o transversales que resulten de aplicación, 
evitando reiteraciones innecesarias. 
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En el capítulo I se establece una regulación general de los derechos básicos de las personas 
consumidoras, concebido sobre el principio pro consumatore, según el cual las normas del 
ordenamiento jurídico que afecten a sus intereses han de interpretarse de la forma más 
favorable para estas, si bien al mismo tiempo se tienen en cuenta otros principios básicos 
como la autonomía privada, la libertad de empresa o de unidad de mercado que tienen 
influencia directa en la relación de consumo. 
 
Es de destacar dentro de este capítulo la preocupación por los colectivos en situación de 
especial protección, entendiendo que las nuevas formas de comunicación comercial y de 
contratación pueden colocar a determinadas personas consumidoras en una situación de 
especial inferioridad y subordinación que es necesario equilibrar a fin de evitar abusos que 
hagan más patente esta situación. En este sentido, cabe resaltar la obligación de elaborar por 
parte de la Administración una guía de lectura fácil, así como la inclusión de la población de 
núcleos rurales como colectivo de especial protección. 
 
En el capítulo II se regula la protección de la salud y la seguridad, haciendo especial hincapié en 
la seguridad, toda vez que en el primero convergen con factores que ya están plasmados en la 
normativa sanitaria. La norma introduce como novedad la creación de la Red de Alerta 
Extremeña de Bienes y Servicios de Consumo para el establecimiento de un sistema de 
intercambio de información y coordinación de actuaciones en situaciones de urgencia a nivel 
autonómico, con lo cual se pretende agilizar la respuesta coordinada de todos los poderes 
públicos implicados ante una situación de riesgo para la seguridad de la persona consumidora. 
 
El capítulo III está dedicado a la protección de los legítimos intereses económicos y sociales de 
las personas consumidoras, estableciendo los mecanismos para que las decisiones de las 
personas consumidoras en la adquisición de bienes y servicios sea racional. 
 
A lo largo de todo el capítulo se recoge el concepto de relación de consumo que comprende el 
itinerario completo de las relaciones establecidas entre personas consumidoras y empresas y 
da cobertura a todo el espectro desde la oferta y publicidad hasta la atención post contractual, 
pasando lógicamente por la propia comercialización de los bienes y servicios, todo ello tanto 
en el ámbito del comercio tradicional como en el de la sociedad de la información. 
 
Se establece la obligación de las empresas de atender a la persona consumidora ante cualquier 
circunstancia o incidencia que afecte al funcionamiento normal de las relaciones de consumo, 
no pudiendo interrumpir el servicio si hay reclamación pendiente de resolución. Asimismo, se 
regula la venta a domicilio y a distancia presidida por una técnica de comercialización 
inacostumbrada para las personas consumidoras por medios telefónicos, electrónicos y 
audiovisuales novedosos a fin de evitar prácticas comerciales agresivas. 
 
El capítulo IV, dividido en dos secciones, regula la indemnización de los daños y perjuicios 
sufridos por las personas consumidoras. Este derecho tiene una importancia capital en el 
ámbito de las relaciones de consumo que les permite obtener, si procede, un resarcimiento 
ante actuaciones que menoscaben sus derechos. 
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La sección primera recoge las quejas reclamaciones y denuncias, en la que destaca una nueva 
regulación del servicio de atención al cliente, donde se establece el carácter gratuito de la 
atención telefónica, así como la obligación de las empresas que ostenten una marca de 
aceptar y tramitar las reclamaciones que la persona consumidora presente contra ésta. Por 
otra parte, también se exige a la persona consumidora reclamar ante la empresa, con 
anterioridad a la reclamación ante la Administración, y se obliga a aquella a contestar de 
manera adecuada y congruente en un plazo determinado. Este y otros preceptos pretenden 
corregir prácticas de mercado que limitan los derechos de la persona consumidora y 
convierten a la Administración en la oficina de atención al cliente de las grandes empresas. 
 
La sección segunda está dedicada a los sistemas extrajudiciales de resolución de conflictos, 
mediación y arbitraje, con la finalidad de eliminar las barreras que obstaculizan el acceso de las 
personas consumidoras a la justicia sobre la base de tres elementos: el tiempo empleado, el 
coste económico soportado y la eficacia conseguida. 
 
El capítulo V plasma el derecho a la información de la persona consumidora, como vehículo 
que le permita una elección consciente y racional ajustada a sus necesidades, así como una 
utilización segura y satisfactoria. 
 
En el capítulo VI se desarrolla el derecho básico de las personas consumidoras a la educación, 
formación y divulgación en materia de consumo, atendiendo en primer término al desarrollo 
de la conciencia individual y colectiva de los niños y jóvenes en los hábitos del consumo 
responsable, crítico y activo, con el objeto de conseguir la información, reflexión, solidaridad y 
sostenibilidad en el consumo de bienes y servicios. 
 
El capítulo VII regula la representación, consulta y participación de las personas consumidoras, 
donde se configura el Consejo de Consumo de Extremadura como órgano superior consultivo, 
participativo y asesor en materia de consumo de la administración de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura. 
 
En el título II se regula la inspección y control de bienes y servicios, observando los principios 
de legalidad, objetividad, proporcionalidad, coordinación y eficacia. Dentro de este título, se 
recogen las disposiciones generales, funciones de la inspección y obligaciones de los 
inspeccionados; y, como novedades, la obligación por parte de la Administración autonómica 
de la elaboración del plan anual de vigilancia del mercado, la nueva estructura de los 
inspectores de consumo, se incluyen algunos aspectos relativos a las competencias y al 
régimen jurídico de la Inspección de Consumo y otras actividades de control como los estudios 
y la prospección de mercado, a fin de retroalimentar el plan anual mencionado anteriormente. 
 
El título III, potestad sancionadora, está dividido en cuatro capítulos. 
 
En el capítulo I se recogen las disposiciones generales de la potestad sancionadora, el carácter 
de las infracciones de consumo y la competencia sancionadora de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura prestando atención a las posibles situaciones derivadas de la globalización y las 
nuevas prácticas contractuales. Se regulan, además, distintos aspectos de la comisión por 
acción u omisión, concurrencia de infracciones y otros principios observados en la potestad 
sancionadora, las actuaciones previas y las medidas provisionales. Destacan como novedades 
en este capítulo la equiparación de las empresas con establecimiento comercial permanente 
con las de la sociedad de la información, la posibilidad de dar publicidad tanto a las medidas 
previas y cautelares como a las propias sanciones. 
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El capítulo II tipifica las infracciones y las clasifica en función de la graduación. En términos 
generales, cabe apuntar que se ha adecuado la calificación a la realidad, de modo que 
determinadas infracciones son consideradas graves en cualquier caso y se han añadido 
también nuevos tipos infractores, como las relacionadas con la inclusión de cláusulas abusivas, 
así como diversas infracciones susceptibles de comisión en el comercio electrónico y las 
relativas al nuevo marco europeo en materia de resolución extrajudicial de conflictos. 
 
En el capítulo III dedicado a las sanciones, se ha realizado una revisión de las circunstancias 
agravantes y atenuantes en la determinación de las cuantías y extensión de las sanciones. Así, 
por ejemplo, se establece la reiteración en la conducta como circunstancia agravante de la 
sanción. Además, se incluye la posibilidad de exigir al infractor que reponga la situación 
alterada por la infracción a su estado original y, si procede, que indemnice a la persona 
consumidora por los daños y perjuicios probados, en cuyo caso operará como atenuante. 
 
El capítulo IV fija las responsabilidades derivadas de las infracciones, diferenciando si la 
infracción se ha cometido en la comercialización de bienes identificados, bienes no 
identificados o en servicios, así como los intermediarios o representantes o que hagan 
ostentación de marca, lo que implica la introducción de nuevos criterios en esta materia. 
 
Por último, se introducen dos disposiciones adicionales, la primera para regular las 
instalaciones de venta al público al por menor de gasolinas y gasóleos de automoción; y la 
segunda para regular la Promoción interna de agentes de inspección de consumo, en 
consonancia con las funciones descritas en el título II. Dos disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria y una disposición final. 
 
Ver documento 
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Comunidad Autónoma de Cantabria 

 
Ley 2/2019, de 7 de marzo, para la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres 
 
La presente ley tiene como objetivo la consecución de la igualdad real y efectiva entre mujeres 
y hombres y la eliminación de cualquier tipo de discriminación por razón de sexo, principios 
jurídicos universalmente reconocidos. 
 
En el plano internacional, el derecho a la no discriminación por razón de sexo, consagrado 
en 1948 por la Declaración Universal de los Derechos Humanos, fue desarrollado por la 
Organización de las Naciones Unidas con la aprobación, primero en 1967, de la Declaración 
sobre la eliminación de la discriminación contra la Mujer, y posteriormente, en 1979, de la 
Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. El 
Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer fue el encargado de vigilar la 
aplicación de la Convención por parte de los estados que la habían suscrito. 
 
Las distintas Conferencias Mundiales de la Mujer que se fueron sucediendo desde 1975 (la 
primera de ellas en México, a la que siguieron las de Copenhague en 1980, Nairobi en 1985 y 
algo más tarde, en 1995, Beijing) consiguieron situar la igualdad de género en las agendas 
públicas, y convertirla en una de las prioridades de la acción de los Estados y en elemento 
ineludible del debate social. En 1993, la II Conferencia de Naciones Unidas sobre los Derechos 
Humanos celebrada en Viena, reconocía formalmente los derechos de las mujeres como una 
parte inalienable e irrenunciable de los derechos humanos. 
 
A nivel europeo, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales de 1950, recogió la igualdad y la no discriminación por razón de 
sexo en su artículo 14. 
 
Con la entrada en vigor en 1999 del Tratado de Ámsterdam, la igualdad se consagra como uno 
de los principios fundamentales del ordenamiento comunitario, y la eliminación de las 
desigualdades entre mujeres y hombres se convierte en un objetivo a integrar en todas las 
políticas y acciones de la Unión y de sus Estados integrantes. 
 
Más recientemente, con la modificación del Tratado de la Unión Europea por el Tratado de 
Lisboa, de 13 de diciembre de 2007, además de la definición de un objetivo transversal de 
eliminación de las desigualdades entre hombres y mujeres y promoción de la igualdad, que ya 
figuraba en el artículo 3.2, del Tratado, la igualdad entre mujeres y hombres ha quedado 
integrada en el cuadro de valores fundamentales en los que se asienta la Unión Europea. 
Valores como el respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de 
Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías, son todos ellos comunes a los Estados miembros. 
 
Por otra parte, la igualdad entre mujeres y hombres ha alcanzado mayor relieve normativo a 
través de su regulación en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
jurídicamente vinculante desde la entrada en vigor del Tratado. Este texto recoge en sus 
artículos 20, 21 y 23 explícitamente la obligación de garantizar la igualdad entre hombres y 
mujeres en todos los ámbitos, para lo cual ofrece la posibilidad de utilizar medidas de acción 
positiva, que reconoce como compatibles con la igualdad de trato. 
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Asimismo, en el acervo comunitario abundan las Directivas, Recomendaciones, Resoluciones y 
Decisiones que contienen disposiciones relativas a la igualdad de trato y oportunidades entre 
mujeres y hombres. De modo especial cabe hacer referencia a las Directivas: 2002/73/CE de 
reforma de la Directiva 76/207/CEE relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la formación y a la 
promoción profesional de las condiciones de trabajo; 96/97/CEE relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato en regímenes profesionales autónomos y de seguridad social; 
97/80/CE sobre la inversión de la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón 
de sexo; la Directiva 2004/113/CE sobre aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro; y la Directiva 2006/54/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación. 
Esto se completa con la valiosa y cada vez más abundante jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea. Así, son relevantes las sentencias del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, entre otras, el Caso Defrenne III (1977) que fue concluyente al afirmar que el 
principio de la igualdad de trato entre hombre y mujer en materia de empleo, y 
correlativamente la ausencia de toda discriminación directa o indirecta fundada sobre el sexo, 
es parte integrante de los derechos fundamentales. 
 
Actualmente, la legislación europea sobre igualdad de los sexos constituye un pilar 
fundamental de la política de igualdad de oportunidades de la Unión Europea. Se han 
aprobado numerosas directivas europeas en el ámbito de la igualdad de trato de mujeres y 
hombres, que son jurídicamente vinculantes para los Estados miembros y que deben 
incorporarse a las legislaciones estatales. En especial, cabe destacar el Instrumento de 
ratificación del Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 
contra la mujer y la violencia doméstica, realizado en Estambul el 11 de mayo de 2011 (BOE 
de 6 de junio de 2014). 
 
En el contexto estatal, la igualdad constituye uno de los valores superiores del ordenamiento 
español y así lo proclama la Constitución Española en su artículo 1.1. El artículo 14 de la Carta 
Magna consagra la igualdad formal al señalar la igualdad entre los españoles y españolas ante 
la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de sexo. Pero es el artículo 9.2 
el que recoge expresamente la voluntad de alcanzar la igualdad material señalando la 
obligación de los poderes públicos de promover las condiciones y remover los obstáculos para 
que la igualdad entre las personas y de los grupos sea real y efectiva en todos los planos de la 
vida política, económica, cultural y social. 
 
Esta perspectiva complementaria de prohibición de acciones discriminatorias y promoción de 
la igualdad sustantiva es propia de un Estado social y democrático de Derecho, y en su 
desarrollo se han promulgado en los últimos años disposiciones como la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral de la Violencia de Género y la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
 
Esta última Ley Orgánica incorpora sustanciales modificaciones legislativas que permiten 
avanzar notablemente hacia el pleno ejercicio de los derechos y la igualdad sustantiva en 
todos los órdenes de la vida. Para ello la ley exige la incorporación, con carácter transversal, 
del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres al conjunto de 
actividades de todos los poderes públicos. 
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El proceso de descentralización de competencias, que a partir del texto constitucional conduce 
al Estado autonómico, conlleva para los distintos poderes públicos una obligación de impulsar 
y desarrollar políticas de igualdad entre mujeres y hombres, encontrándose las Comunidades 
Autónomas facultadas para regular y desarrollar, en el marco de sus competencias, los 
derechos básicos contenidos en Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. 
 
La naturaleza de legislación básica de una buena parte de su articulado faculta a las 
Comunidades Autónomas a la ampliación de los derechos reconocidos. Es una medida 
potestativa, pero, como en todas las que afectan a los derechos de las personas, Cantabria no 
puede conformarse con los mínimos y, por ello, desarrolla y amplía estos derechos básicos 
hasta el límite de sus competencias estatutarias. 
 
El Estatuto de Autonomía para Cantabria señala en su artículo 5.2 que "corresponde a las 
instituciones de la Comunidad Autónoma, en el ámbito de sus competencias, promover las 
condiciones para que la libertad y la igualdad entre las personas y de los grupos en que se 
integran sean reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y 
facilitar la participación de todos los ciudadanos y ciudadanas en la vida política, económica, 
cultural y social", al tiempo que establece, en su artículo 24.22, la competencia exclusiva en 
materia de promoción de la igualdad de la mujer. 
 
A partir de ese momento, la Comunidad Autónoma de Cantabria ha manifestado su 
preocupación por la igualdad entre las mujeres y hombres o igualdad de género de forma clara 
y decisiva y ha desarrollado distintos instrumentos normativos y políticos en aras de conseguir 
la igualdad real entre mujeres y hombres. 
 
Así, la incorporación a todas las políticas públicas de la perspectiva de la igualdad de género 
cuenta con un largo recorrido que incluye, entre otros, el Decreto 59/1985, de 5 de julio, de 
asunción y distribución de competencias transferidas por el Estado en materia de protección 
de la Mujer; el Real Decreto 235/1985, de 6 de febrero, y el Real Decreto 816/2007, de 22 de 
junio, sobre traspaso de competencias y ampliación de medios adscritos a los Servicios de la 
Administración del Estado traspasados a la Comunidad Autónoma de Cantabria en materia de 
protección a la Mujer; el Decreto 46/1997, de 29 de mayo, de creación de la Dirección General 
de la Mujer; la Ley de Cantabria 1/2004, de 1 de abril, Integral para la Prevención de la 
Violencia Contra las Mujeres y la Protección a sus Víctimas y el Decreto 64/2006, de 8 de junio 
que la desarrolla; la Resolución de Consejo de Gobierno de 10 de mayo de 2007 por la que se 
aprueba la Estrategia de mainstreaming de género de Cantabria 2007-2015; el 
Decreto 26/2009, de 26 de marzo, por el que se crea la Comisión para la Igualdad de Género 
del Gobierno de Cantabria; o el Decreto 74/2009, de 1 de octubre, por el que se regula la 
composición, organización y funcionamiento de la Comisión para la integración de la 
perspectiva de género de los presupuestos de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
 
Desde el punto de vista programático, el Gobierno de Cantabria ha aprobado tres Planes de 
Igualdad en los que se recogen las principales líneas de intervención de las Administraciones 
de la Comunidad Autónoma con relación a la promoción de la igualdad entre mujeres y 
hombres en todos los ámbitos de la vida. 
 
En Cantabria, el papel que tradicionalmente han desempeñado mujeres y hombres en nuestra 
sociedad está experimentando una importante transformación. Cada vez en mayor número, 
las mujeres de Cantabria acceden al ámbito de la vida pública y a la toma de decisiones, lo cual 
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ha contribuido a generar unos cambios sociales y personales que favorecen, sin duda, el 
avance en el camino hacia la igualdad entre mujeres y hombres. 
 
Aún hoy, existe un importante número de mujeres que sufren una múltiple discriminación, ya 
que, junto a la discriminación por razón de sexo, padecen otras discriminaciones derivadas de 
factores como la raza, origen étnico, lengua, edad, discapacidad u orientación sexual. 
 
La igualdad es un objetivo de doble recorrido, porque tanto mujeres como hombres estamos 
condicionados por la existencia de unos patrones socioculturales de conducta que 
tradicionalmente asignan la responsabilidad en el ámbito privado a las mujeres, y en el ámbito 
público a los hombres. Esto implica que se dificulte, en muchos casos, el ejercicio pleno de los 
derechos de ciudadanía por parte de las mujeres, pero también se limite, en el caso de los 
hombres, su plena incorporación al ámbito privado. 
 
Por tanto, el reto al que nos enfrentamos consiste en vivir en una sociedad en la que mujeres y 
hombres tengan una participación igualitaria en los ámbitos público y privado, en la que se 
articule una relación no jerarquizada entre mujeres y hombres, en la que el valor del trabajo 
no dependa de si es realizado por mujeres u hombres, y en la que se haga un mejor 
aprovechamiento de las capacidades y potencialidades de todas las personas y colectivos. 
 
Para alcanzarlo, el primer paso ha de ser garantizar la aplicación práctica y efectiva del derecho 
a la igualdad reconocido formalmente en los textos legales. 
 
Para ello, la presente ley para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres pretende 
garantizar el ejercicio de las competencias autonómicas en clave de igualdad, de forma que la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria actúe como un referente en la 
materia mediante la incorporación transversal del principio de igualdad en las políticas 
públicas, vinculando al resto de poderes públicos en el ámbito autonómico, y actuando 
también como un referente para el sector privado en el desarrollo de políticas y actuaciones 
más eficaces. Todo ello en el convencimiento de que la igualdad entre mujeres y hombres, 
además de un derecho, es una necesidad estratégica para la construcción de una sociedad, no 
sólo más desarrollada social y económicamente, sino también más solidaria, justa y 
democrática. 
 
Formalmente, la presente ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, diez 
disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y seis 
disposiciones finales. 
 
El título preliminar contiene las disposiciones generales, regulando el objeto de la ley, su 
ámbito de aplicación, así como los principios generales que habrán de orientar las actuaciones 
de los poderes públicos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria en el marco de 
sus competencias, así como los supuestos en que dichos principios resultarán también de 
aplicación a las personas físicas o jurídicas privadas. 
 
El título I regula las competencias, funciones, organización, coordinación y financiación. El 
capítulo I recoge las competencias y funciones atribuidas a la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y la regulación relativa a las entidades locales. El capítulo II regula los 
órganos competentes en materia de igualdad de género de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria y sus funciones, la figura de los responsables de la igualdad de género 
en el ámbito de las Consejerías, así como los órganos colegiados y consultivos en la materia 
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(Comisión para la Igualdad de Género del Gobierno de Cantabria, Comisión para la integración 
de la perspectiva de género en los Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
Observatorio de Igualdad de Género y el órgano colegiado de participación, representación y 
consulta en materia de igualdad y mujer) y la regulación de la coordinación y colaboración con 
las entidades locales. Por último, el capítulo III regula la financiación. 
 
El título II regula las medidas para la promoción de la igualdad de género en la actuación de las 
administraciones públicas de Cantabria, distinguiendo el capítulo I las aplicables a las 
administraciones públicas de Cantabria y el capítulo II las de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. Entre estas últimas, cabe destacar la existencia de 
medidas relativas a la representación equilibrada en los órganos de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, los informes de impacto de género, los presupuestos 
públicos con enfoque de género, el uso no sexista del lenguaje, o la aplicación de medidas en 
el ámbito de la contratación pública, en las ayudas y subvenciones, en la formación y en la 
racionalización de horarios. 
 
El título III recoge medidas concretas para promover la igualdad de género en diferentes áreas 
de intervención pública, regulándose en el capítulo I las relativas a educación, estableciendo 
los principios generales de actuación, así como la distinción de medidas aplicables a 
enseñanzas no universitarias y a la educación universitaria. El capítulo II recoge las medidas 
relativas a trabajo y empleo, distinguiendo las relativas al trabajo no remunerado en el ámbito 
doméstico de las correspondientes al empleo, privado y público. Se regulan también 
específicamente medidas en el ámbito de la negociación colectiva, para la implantación de 
planes de igualdad y otras medidas de promoción de la igualdad, de responsabilidad social 
empresarial en la materia, así como de corresponsabilidad y conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral. El capítulo III recoge las medidas relativas a Salud, mientras que los capítulos 
siguientes recogen las medidas en materia de bienestar social, cultura y deporte, medio 
ambiente, ordenación del territorio, urbanismo, vivienda y desarrollo rural, participación social 
y política, sociedad de la información, medios de comunicación e igualdad, cooperación al 
desarrollo y juventud. 
 
El título IV regula varias medidas de garantía de la igualdad de género, recogiéndose la 
evaluación periódica de la aplicación de la ley, medidas de igualdad de trato en el acceso al uso 
de bienes y servicios y su suministro. 
 
El título V recoge la inspección y régimen sancionador en la materia. 
 
Por último, entre las disposiciones adicionales destacan las previsiones relativas a la difusión 
de la ley, a la creación del Observatorio de Igualdad de Género, a la determinación de las 
personas responsables en materia de igualdad de género en las Consejerías del Gobierno de 
Cantabria, al Protocolo ante el acoso sexual y el acoso por razón de sexo, o al Registro 
autonómico de planes de igualdad. Entre las disposiciones finales destacan las modificaciones 
de la normativa reguladora del régimen jurídico de la Administración y del Sector Público 
Institucional de Cantabria, Ley de Cantabria 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de 
Cantabria, Ley de Cantabria 5/1987, de 27 de marzo, de elecciones al Parlamento de Cantabria, 
y Ley de Cantabria 14/2006, de 24 de octubre, de Finanzas de Cantabria. 
 
Ver documento 
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